
 

 
  

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 419 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, 

A CARGO DEL DIPUTADO DAVID ORIHUELA NAVA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MORENA 

El que suscribe, David Orihuela Nava, diputado federal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, en la 

LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos; y 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someto a su consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al artículo 419, y recorriendo los subsecuentes al párrafo 

segundo del Código Penal Federal, con el objeto de incrementar la penalidad en materia de delincuencia 

organizada , la cual se fundamenta bajo la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Planteamiento del Problema 

En el territorio nacional no existe una legislación clara o un marco normativo que delimite sus funciones y sus 

competencias, existen lagunas jurídicas, aunado a ello, interpretaciones deficientes por jueces, y sobre todo la 

falta de capacidad para la integración de una carpeta de investigación, por parte de los ministerios públicos, al 

no ser clara la capacidad o ámbito de competencia local o federal. 

Por citar una omisión de las instituciones de impartición de justicia, la delincuencia organizada, se ha enfocado 

en la tala ilegal de árboles, siendo un delito redituable, que se comete a diario, con impunidad casi absoluta, por 

autoridades de los tres niveles de gobierno e incluso a plena luz del día, ya que es común observar caravanas de 

camiones que transportan madera ilegal, por las diversas carreteras de nuestro país. 

Es tan evidente la ilegalidad de este tipo de transportes, que la mayoría de ellos circulan sin placas, y en 

ocasiones escoltados por servidores públicos corruptos, con vehículos oficiales o apócrifos. 

De acuerdo con la Secretaría del Medio Ambiente mexiquense, el estado de México ocupa el primer lugar a 

nivel nacional en la producción y venta de 4 mil 391 hectáreas de árboles, seguidos por los estados de Nuevo 

León, Veracruz, Coahuila, Ciudad de México, Puebla, Michoacán y Guanajuato. 

Asimismo, se obtienen en promedio 4 mil 268 metros cúbicos de madera en rollo, cuya comercialización se da 

como morillos, además 971.5 metros cúbicos de brazuelo que se emplea como leña. 

Por consiguiente, es evidente la importancia para los productores mexiquenses establecidos de forma legal, la 

comercialización y transporte a nivel local y nacional, careciendo de garantías de seguridad, es ahí donde la 

delincuencia organizada, se involucra, con el robo de los productos, afectando la tranquilidad de las personas 

que se dedican a ello. 

La extorsión de los empresarios, con la autorización de malos servidores públicos de bajo y alto nivel hace de 

este ilícito, una costumbre y además una forma de vida. 

La delincuencia organizada no respeta nada, sobre todo las clases desprotegidas, un ejemplo claro es el que 

sucedió recientemente, en el municipio de Ocuilan, en el estado de México , siendo esta una comunidad 

indígena tlahuica del pueblo de San Juan Atzingo, en este núcleo agrario, las autoridades comunales han y 

siguen haciendo del conocimiento de todas las autoridades e instituciones de impartición de justicia, la tala 

clandestina que a diario y a toda hora se comete, no tiene fin. 



 

 
  

Lo peor de todo es que se están sumando taladores ilegales como nuevas organizaciones dedicadas a la tala 

clandestina de maderas preciosas, en aserraderos clandestinos, ya que es un mercado negro que deja ganancias 

millonarias y está en contubernio con autoridades Estatales corruptas, es importante señalar que dichas 

organizaciones cuentan con un armamento similar o mejor que las fuerzas armadas de nuestro país. 

Problemática 

En México, la delincuencia organizada ha tenido un crecimiento impresionante, hasta el día de hoy, no existe 

quien le haga frente, a semejante cáncer social. 

No respeta género, clases sociales, etnias, grupos vulnerables, edad y mucho menos instituciones de procuración 

de justicia. 

Los argumentos más frecuentes por los que no se ha podido disminuir los índices de inseguridad, por parte de 

las instancias de impartición de justicia, es la corrupción y la ignorancia que se ha filtrado, a nuestras 

honorables instancias de seguridad pública, dándoles todas las facilidades impunemente. 

Asimismo, se obtienen en promedio 4 mil 268 metros cúbicos de madera en rollo, cuya comercialización se da 

como morillos, además 971.5 metros cúbicos de brazuelo que se emplea como leña. 

Por consiguiente, no se omite en señalar que es evidente la importancia para los productores mexiquenses tiene 

su comercialización y transporte a nivel local y nacional, es ahí donde la delincuencia organizada, se involucra, 

con el robo de los productos y todas sus modalidades, una de ellas por citar es la extorsión de los empresarios, 

con la autorización de malos servidores públicos, que hacen de este ilícito una aberrante costumbre, y sobre 

todo una forma de vida. 

Como se hace referencia, la delincuencia organizada no respeta nada, mucho menos las clases sociales 

desprotegidas, un ejemplo claro es el que sucedió en mi distrito, en el municipio de Ocuilan, siendo esta una 

comunidad indígena tlahuica, del pueblo de San Juan Atzingo, es en este núcleo agrario, donde las autoridades 

comunales han y siguen haciendo del conocimiento de todas las autoridades encargadas de la impartición de 

justicia del estado de México, la tala clandestina que a diario y a toda hora se comete. 

Lo peor de todo es que se están sumando taladores, como nuevas organizaciones dedicadas a la tala clandestina 

de maderas preciosas, ya que es un mercado negro que deja ganancias millonarias y está en contubernio con 

autoridades corruptas, es importante señalar que dichas organizaciones cuentan con un armamento similar o 

mejor que las fuerzas armadas de nuestro país. 

El Instituto de Geografía de la UNAM señala que en nuestro país se destruyen alrededor de 500 mil hectáreas 

de bosques y selvas cada año, posicionándonos en el quinto lugar en deforestación a nivel mundial. 

La Organización Ecologista Greenpeace, de los 5.8 millones de metros cúbicos de recursos forestales 

producidos en México, el 70 por ciento es de procedencia ilegal, lo que demuestra la gravedad del problema, 

pero, sobre todo, exhibe la omisión de las autoridades, para frenar la tala ilegal de árboles. 

El organismo considera que este gigantesco mercado negro propicia que cada vez exista más presión sobre este 

importante recurso, lo que se ve acrecentado por la impunidad imperante, ya que es inadmisible que 7 de cada 

10 árboles sean cortados sin contar con ningún permiso. 

Argumentación 



 

 
  

De acuerdo a los especialistas, bandas nacionales e internacionales operan abiertamente en México, para 

sustraer maderas preciosas, sobornando autoridades ambientales y de bienes comunales, o pagando a ejidatarios 

y comuneros una miseria por estos productos que les retribuyen cuantiosas ganancias. 

En México, las entidades con mayor biodiversidad, como estado de México, Oaxaca y Chiapas, han hecho caso 

omiso de disminuir la destrucción de nuestros recursos naturales. 

Es tan grave la impunidad de las autoridades en la misma Ciudad de México, y un ejemplo claro es en la 

demarcación de Milpa Alta, donde se dio a conocer de este problema, como los aserraderos clandestinos, todo 

ello por diferentes medios de comunicación y redes sociales, donde ciudadanos dejaban ver toda la corrupción e 

impunidad en el tráfico de madera. 

El discurso hueco de los gobernantes asegura que la tala ilegal de árboles ha disminuido, basta recorrer las 

carreteras del país, particularmente las que atraviesan zonas serranas, para comprobar que los llamados tala 

montes operan a su antojo todos los días del año. 

La Profepa, en coordinación con el sector público y social, ha intentado reducir los índices de deforestación, sin 

éxito alguno. 

Se mantienen mecanismos de coordinación interinstitucional con cuerpos de seguridad de los tres niveles de 

gobierno para realizar las acciones operativas, por lo que se recibe apoyo por parte de la Semar, Sedena, 

Gendarmería Ecológica o Ambiental, PGR, Policía Federal, policías estatales y municipales de las entidades, y 

autoridades ambientales de los gobiernos de los estados, sin el resultado esperado. 

De acuerdo con diversos expertos del sector, una de las causas de la tala ilegal es la costosa y excesiva 

regulación forestal. 

En este sentido, los productores que respetan el estado de derecho y la legalidad deben cumplir con los 

siguientes requisitos federales: 

Elaborar un programa de manejo ambiental, realizar una manifestación de impacto ambiental, cumplir con la 

Norma Oficial Mexicana 152, y llevar a cabo el trámite de aprovechamiento forestal (Semarnat 03-003), cuyo 

proceso consiste en 20 pasos interpuestos entre dependencias federales y estatales, con una duración 

aproximada de 11 semanas. 

Aunado a ello, el proceso de acreditación de estos requisitos, es necesario demostrar en varias ocasiones la 

propiedad de la tierra, obtener al menos dos veces el consentimiento de la asamblea del núcleo agrario o de la 

asamblea ejidal, pagar los estudios técnicos de factibilidad necesarios, y cumplir con los trámites en los 

periodos establecidos. 

En resumen, cumplir con la normatividad es muy costoso para los productores de madera. 

La Profepa es la autoridad que vigila el cumplimiento de la normatividad de los recursos marinos, forestales, de 

la vida silvestre, contaminación atmosférica y residuos peligrosos. 

Las inspecciones forestales representan 28 por ciento del total que lleva a cabo la dependencia. 

Es decir, cada inspección tendría que abarcar una extensión de 11 mil hectáreas forestales para vigilar una vez 

al año los bosques y selvas del país. 



 

 
  

Los decomisos de madera representan sólo 0.3 por ciento de la producción anual. El valor de la tala ilegal es de 

2 mil 650 millones de pesos al año, monto que representa 2.7 veces el presupuesto de la Profepa, y aunado a 

ello sumamos la corrupción, tenemos el resultado negativo esperado. 

Por mencionar los ilícitos forestales, en materia forestal más frecuentes son el cambio de uso de suelo sin 

autorización, las políticas agrícolas ganaderas y de ocupación poblacional han provocado la deforestación de 

grandes superficies arboladas a través de la influencia de incentivos para el cambio de uso de suelo hacia estas 

actividades. 

La Profepa implementó en 2007 con bombo y platillo, el Programa denominado inicialmente “Cero tolerancia a 

la tala clandestina”, con especial énfasis en dos entidades: Michoacán y estado de México, todo ello con único 

fin de fortalecer acciones de impacto en la reserva de la biósfera de la mariposa monarca. 

Poco después se extendió al estado de Morelos y Ciudad de México y posteriormente a todo el país. 

Los incendios forestales provocados representan un grave problema para la estabilidad de los bosques y de la 

vida silvestre. 

La extracción de productos derivados de la madera, de auto consumo, ocasiona alteraciones dentro del 

funcionamiento del ecosistema natural ya que producen daños irreversibles; estos productos incluyen: el carbón, 

las resinas, tierra de monte, hongos silvestres, plantas para fibras y ceras, así como semillas, tallos, hojas, frutos, 

y plantas completas. 

La mayoría de estos productos son recolectados de manera rústica. 

Cada año se tienen en el mercado cerca de 100 productos, de los cuales 70 están bajo control oficial. 

La falta de seguridad en la tenencia de la tierra y conflictos de linderos entre ejidos, comunidades y pequeños 

propietarios, inciden en la explotación irracional del bosque. 

Esto último puede cobrar importancia considerando que la forma predominante de régimen de propiedad de los 

bosques de México es ejidal o comunal. 

La probabilidad de que un delito de tala ilegal sea castigado, es de uno de cada 100. 

Una de las causas que impide el cumplimiento de las leyes de protección de recursos forestales, además de la 

corrupción, es la falta de coordinación entre autoridades. 

La tala ilegal y la relación con el crimen organizado generan ganancias para las bandas criminales de entre 10 

mil y 15 mil millones de dólares en activos criminales, dinero que está mayormente controlado por el crimen 

organizado. 

Los esfuerzos de las instancias de justicia por combatirla han apuntado tradicionalmente a los delincuentes de 

bajo nivel, que a menudo se involucran en la tala ilegal para salir de la pobreza. 

Por lo anterior, la propuesta de modificación que presento tiene como objetivo dar certeza y actualidad a los 

tiempos que estamos viviendo y que se plasman en el Código Penal Federal, en el artículo 421, inciso IV. 



 

 
  

Por lo expuesto y con el fundamento legal referido en el proemio del presente documento, presento ante esta 

honorable soberanía la siguiente: 

Fundamento Legal 

Lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, 

fracción I, 77 y 78 y del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Texto Normativo Propuesto 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones del Código Penal Federal. 

Único. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 419 del Código Penal Federal recorriéndose las subsecuentes, 

para quedar como sigue: 

Código Penal Federal 

Título Vigésimo Quinto 

Capítulo Segundo 

Artículo 419. 

... 

Se impondrá pena de uno a quince años de prisión y de quinientos a mil días de multa, a quien realice la 

actividad de tala ilegal en comunidades indígenas, zonas agrarias, comunales y/o ejidales. La pena 

privativa se agravará hasta con tres años de prisión y se castigará con quince a dieciocho años, si el ilícito 

se realiza con uso de violencia física y/o de armas de fuego. 

... 

Artículo Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de febrero de 2019. 

Diputado David Orihuela Nava (rúbrica) 

 

 


